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Introducción
El punto de partida de este trabajo serán las reparaciones desde la perspectiva de la persona que ha sido objeto de una violación a sus derechos fundamentales y por tanto, que ha sido afectada en su dignidad de ser humano.

La reparación de las violaciones de derechos humanos debe enfocarse desde la persona como un ser integral, las medidas que se dispongan deben ser capaces de hacer frente a la violación sufrida y deben adoptarse aquellas necesarias para evitar que este hecho vuelva a repetirse.

El objetivo de este artículo es poder analizar los alcances que le ha dado la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte”) a la obligación de reparar las violaciones de derechos humanos, analizar algunas cuestiones que pueden ser objeto de debate y finalmente, plantear algunos criterios que surgen de la propia jurisprudencia y que pueden ser de utilidad para su estudio.

1.
Bases normativas

En el sistema de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “CADH) no existe una norma general y expresa que fije las consecuencias de las violaciones a los derechos y libertades establecidos en su texto.  Sólo en relación con las facultades de la Corte Interamericana encontramos el artículo 63.1, que establece:


"Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos o el pago de una justa indemnización a la parte lesionada"
.

Este artículo 63.1, constituye la adopción por parte de la Convención de un principio del derecho internacional (incluso consagrado expresamente por la Convención Europea) y, en general, del Derecho sobre la responsabilidad, en orden a que quien daña a otro debe ser obligado a reparar los perjuicios causados. 

A juicio de la Corte, el artículo 63.1 de la Convención "constituye una norma consuetudinaria que es, además, uno de los principios fundamentales del actual derecho de gentes tal como lo han reconocido esta Corte (...) y la jurisprudencia de otros tribunales(...)"
. La Corte ha dicho: 

“[...] el artículo 63.1 de la Convención Americana refleja una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del derecho internacional contemporáneo sobre la responsabilidad de los Estados.  De esta manera, al producirse un hecho ilícito imputable a un Estado surge de inmediato la responsabilidad internacional de éste por la violación de una norma internacional, con el consecuente deber de reparación y de hacer cesar las consecuencias de la violación”
.
En segundo lugar, como consecuencia del artículo 63.1 la responsabilidad del Estado se encuentra determinada por el derecho internacional, no sólo en cuanto a la tipicidad de la violación, sino que en todo lo que diga relación con las consecuencias del hecho dañoso.  


"La obligación contenida en el artículo 63.1 de la Convención es de derecho internacional y éste rige todos sus aspectos, como, por ejemplo, su extensión, sus modalidades, sus beneficiarios, etc. Por ello, la presente  sentencia impondrá obligaciones de derecho internacional que no pueden ser modificadas ni suspendidas en su cumplimiento por el Estado obligado invocando para ello disposiciones de su derecho interno"
.

De esta forma, las bases normativas están en el propio texto convencional (art. 63.1) y en todo el desarrollo conceptual del derecho internacional, lo que incluye tratados, costumbre internacional, principios del derecho internacional, jurisprudencia y doctrina  en materia de reparaciones.  Cada uno de estos elementos permitirá ir configurando los alcances de la obligación de reparar las violaciones de derechos humanos.

2.
Las reparaciones como un principio general del derecho internacional.

La obligación original u obligación primaria, se mantiene vigente aún después de ser incumplida, de esta forma, la obligación violada sobrevive al hecho ilícito y convive con la nueva obligación, esto es, la de reparar
.  Asimismo, de acuerdo con el derecho internacional público, establecida la responsabilidad internacional del Estado surge una segunda obligación, cual es, la reparación del la víctima.  En el caso de las violaciones de derechos humanos esta obligación adquiere ciertas particularidades toda vez que el sujeto de la reparación no es un Estado, sino que una persona; son estas particularidades las que pasamos a revisar.
  
En cuanto a la naturaleza de la obligación de reparar, se puede afirmar que esta  obligación que tienen los Estados de reparar a las víctimas de violaciones de derechos humanos es considerada como uno de los principios del derecho internacional público en materia de responsabilidad del Estado y así ha sido reconocido tanto por la doctrina y por la jurisprudencia, además de su recepción en tratados específicos. 

Su vinculación como uno de los principios del Derecho Internacional y, por tanto, fuente de obligaciones, aún respecto de los Estados que no sean parte de tratados especiales, ha sido consagrada por la Justicia Internacional ente Estados y por la Corte Interamericana de Derechos Humanos:


"Es un principio de Derecho internacional, que la jurisprudencia ha considerado 'incluso una concepción general de derecho', que toda violación a una obligación internacional que haya producido un daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. La indemnización, por su parte, constituye la forma más usual de hacerlo"
.

De esta forma, hoy es evidente y no es materia de discusión, que los Estados están obligados a reparar a las víctimas de infracciones a las obligaciones internacionales. Dicha obligación es un principio del derecho internacional público
 y una norma acogida por el sistema contencioso público
 como especializado en derechos humanos
.

Los criterios de reparación que ha establecido el derecho internacional público son la restitución, la compensación, la rehabilitación, la satisfacción y garantías de no repetición
.
3.
Hacia una noción de reparación. 
Según la tesis clásica del derecho internacional público la "reparación es la consecuencia principal de la responsabilidad internacional del Estado"
.  Tiene una naturaleza compensatoria y no punitiva, tal como lo ha establecido la jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia
. Atendida esta naturaleza compensatoria, el límite establecido para la reparación es el perjuicio causado por el ilícito cometido, es decir, en la especie se recurre al "principio de la equivalencia de la reparación con el perjuicio"
.

A juicio de la jurisprudencia internacional, la responsabilidad no puede extenderse a elementos ajenos de aquellos efectos inmediatos del acto, pero, además, dichos efectos inmediatos deben estar jurídicamente tutelados, lo cual nos lleva a la idea que el efecto dice relación con el bien jurídico protegido a partir del derecho o libertad consagrado en la Convención
.

La Corte Interamericana ha conceptualizado la reparación en el contexto de la Convención Americana en los siguientes términos:

“La reparación es el término genérico que comprende las diferentes formas cómo un Estado puede hacer frente a la responsabilidad internacional en que ha incurrido. Los modos específicos de reparar varían según la lesión producida: podrá consistir en la restitutio in integrum de los derechos afectados, en un tratamiento médico para recuperar la salud física de la persona lesionada, en la obligación del Estado de anular ciertas medidas administrativas, en la devolución de la honra o la dignidad que fueron ilegítimamente quitadas, en el pago de una indemnización, etc. En lo que se refiere a violaciones al derecho a la vida, como en este caso, la reparación, dada la naturaleza del bien afectado, adquiere sobre todo la forma de una indemnización pecuniaria, según la práctica jurisprudencial de esta Corte (…). La reparación puede tener también el carácter de medidas tendientes a evitar la repetición de los hechos lesivos”
.

De esta caracterización que formula la Corte sobre la reparación Interamericana podemos extraer su elemento distintivo: la reparación consiste en restablecer la situación de la víctima al momento anterior al hecho ilícito, borrando o anulando las consecuencias de dicho acto u omisión ilícitos. Esta restitución a las condiciones anteriores implica dejar sin efecto las consecuencias inmediatas del hecho, en todo aquello que sea posible y en indemnizar -a título de compensatorio- los perjuicios causados, ya sean estos de carácter patrimonial, como extrapatrimonial.

De esta forma, la Corte Interamericana sostiene una visión robusta de la reparación, que no sólo comprende las medidas de cesación de la violación, la restitución, la compensación y medidas de satisfacción, sino que también incorpora las garantías de no repetición y el cumplimiento de las obligaciones originales en cuanto medidas con efectos reparatorios
.  

Importa destacar que en materia de derechos humanos debe primar un criterio diverso al  utilizado por el derecho iusprivatista y que ha sido también recogido por el derecho internacional público, esto es, mirar la responsabilidad desde el sujeto dañador
. En materia de derechos humanos y en particular, en lo que dice relación con las reparaciones, es fundamental mirar el tema desde la óptica de la víctima, esto es, determinar cómo se puede restituir a la persona afectada en sus derechos fundamentales, cómo puede el derecho restablecer la situación, no solo patrimonialmente, sino que integralmente, mirando a la persona como un todo
. 

4.
Las modalidades que adopta la obligación de reparar.

Corresponde ahora determinar las formas o modalidades de reparación.  A continuación analizaré las reparaciones de los daños materiales, inmateriales, y otras formas de reparación distintas a las indemnizatorias. 

4.1. Reparaciones materiales. 
Cuando no es posible el cumplimiento de la obligación violada, la reparación debe tomar un rumbo diverso. Al respecto la Corte Interamericana nos ha señalado:


“La regla de la restitutio in integrum se refiere a una de las formas de reparación de un acto ilícito internacional (…), pero no es la única modalidad de reparación, porque puede haber casos en que la restitutio no sea posible, suficiente o adecuada. La indemnización corresponde en primer término a los perjuicios sufridos por la parte lesionada, y comprende, como esta Corte ha expresado anteriormente, tanto el daño material como el moral”
.

Es decir, la Corte recoge el criterio correcto y reconoce que existen ciertos casos en que no es posible borrar los efectos del ilícito, por lo cual, el concepto de la restitutio in integrum se muestra insuficiente e ineficaz para el fin reparador que debe contener y perseguir toda sentencia de acuerdo al artículo 63.1 de la Convención, por lo que por esta vía quedan abiertos otros caminos de reparación y, en consecuencia, este concepto adquiere un carácter amplio o "plural"
.

El daño material ha sido entendido por la Corte como “la pérdida o detrimento de los ingresos de la víctima y, en su caso, de sus familiares, y los gastos efectuados como consecuencia de los hechos en el caso sub judice” y en este sentido, la indemnización compensatoria debe estar destinada a “compensar las consecuencias patrimoniales de las violaciones declaradas en la presente sentencia”; finalmente, para poder fijar el monto, la Corte tendrá en consideración una serie de elementos, “el acervo probatorio, la jurisprudencia del propio Tribunal y los argumentos de las partes”
.  

En términos generales, tanto el derecho internacional público tradicional, como el derecho internacional de los derechos humanos, han determinado que la indemnización constituye la forma más usual de reparación por daños producidos por violaciones a obligaciones de carácter internacional
. Si bien comparto esta tesis, tengo ciertas aprehensiones en orden a limitar el campo de las indemnizaciones, siendo necesario ubicarlas en su justa medida, cual es, una forma de reparación, pero no la única ni la más importante. Al efecto las formas de reparación no materiales tienen un papel importante y la Corte Interamericana ha ido ampliando su uso y aplicación
.

Sobre el contenido de la indemnización, la Convención en el artículo 63.1 se limita a señalar que esta debe ser una "justa indemnización", sin indicar los elementos que esta "justa indemnización" debe contener.  De esta manera, siguiendo el criterio de la Corte, este contenido debe ser llenado por los "principios del derecho internacional"
.  Al respecto se ha establecido que la indemnización debe ser comprensiva del daño material directo (daño emergente) e indirecto (el lucro cesante o pérdida de ingresos) y el inmaterial o daño moral.

4.1.1. 
El daño material directo (daño emergente).

El daño emergente es equivalente a los gastos directos e inmediatos que ha debido cubrir la víctima o sus representantes con ocasión del ilícito. Básicamente representa todos aquellos gastos que, en forma razonable y demostrable, hayan incurrido las víctimas con el objeto de reparar el ilícito, o bien, anular sus efectos. Inicialmente, en los procesos seguidos ante la Corte Interamericana fue sido un elemento básico que se aporten los medios de prueba que acrediten la efectividad y cuantía de estos gastos, no siendo suficiente que estos sean simplemente invocados
.

A partir de la sentencia dictada en el caso de Loayza Tamayo la Corte ha tratado una serie de medidas como parte de la reparación del daño directo:

a) reparación por los salarios que deja de percibir la víctima en razón de la violación de los derechos convencionales
;

b) compensar los gastos médicos en que haya incurrido la víctima o sus familiares en razón de la violación convencional; 

c) gastos en que hayan incurrido los familiares específicamente en la búsqueda de la víctima, en sus visitas, etc.; 

d) reparación por las pérdidas patrimoniales de los familiares por motivos imputables al Estado vinculados directamente con la violación de los derechos de la víctima; 

e) gastos médicos futuros que pueda involucrar un tratamiento vinculado con las violaciones convencionales. 

En esta materia debe tenerse presente que la Corte ha ido variando sus criterios en cuanto a la prueba necesaria para hacer procedente estos gastos.  De hecho en una primera etapa se exigía una prueba de cada uno de estos gastos y su vinculación con el caso
; en los fallos recientes, si bien se mantiene la exigencia de “un perjuicio cierto”, dicho criterio se ha flexibilizado y ha comenzado a presumirse la efectividad de los gastos y el criterio para su valorización ha sido el de la equidad
.

Ees interesante el concepto que asume la Corte en el caso Gutiérrez Soler con Perú, en el que señala que los hechos violatorios de la Convención han tenido un impacto en el “patrimonio familiar”.  Esto es relevante porque se desvincula la afectación de los gastos en que pueda haber incurrido cada uno de los miembros del núcleo familiar, sino que se amplía la idea a un nuevo sujeto “la familia” en una de sus caras cualidades particulares, cual es, la patrimonial.  La indemnización es “daño patrimonial familiar” y se distribuye entre los miembros de la familia de acuerdo con los criterios de distribución que la propia Corte fijó en el caso para las otras indemnizaciones
.

4.1.2. El daño material indirecto (lucro cesante o pérdida de ingresos).

Los daños indirectos dicen relación con las pérdidas patrimoniales ocasionadas por una pérdida de ingresos con ocasión de una violación de derechos humanos.

La Corte en algunos casos siguió un cierto criterio estricto para determinar el daño material indirecto.  En efecto, la Corte Interamericana determinaba que el lucro cesante debe calcularse "de acuerdo con los ingresos que habría de recibir la víctima hasta su posible fallecimiento natural"
, fallecimiento este que debe ser considerado atendida las expectativas de vida en el país del cual era natural la víctima
.  Establecía que debía estarse a las expectativas de vida laboral en el país respectivo y a los ingresos posibles de la víctima; en caso que esto no fuera posible de determinar, se procedía a determinarlo sobre la base de los ingresos mínimos establecidos en la legislación interna, ya sea el ingreso general, o bien, aquel correspondiente a las labores que desempeñaba la víctima
.

Sobre esta base, la Corte realiza la distinción de acuerdo a si la indemnización le corresponde a la víctima afectada por incapacidad total o absoluta, o bien, dicha indemnización le corresponde a los familiares directos de dicha persona
, fijando en este segundo caso un criterio de mayor flexibilidad a la hora de ponderar la indemnización.  

En fallos recientes
 la Corte ha cambiado su criterio para fijar esta indemnización por concepto de lucro cesante y ha determinado el monto sobre la base del principio de equidad, sin hacer las disquisiciones antes señaladas y, aún haciéndolas, el monto es fijado en base a este criterio de equidad. 
Asimismo, la Corte se ha preocupado de varias situaciones particulares y así ha fijado los dineros que la persona dejó de percibir en razón del ilícito como víctima directa
; ha determinado, sobre la base de la acreditación en el proceso
; ha determinado las consecuencias económicas y laborales de la separación ilegal de funciones
; las consecuencias económicas para los negocios de la víctima de una violación convencional como consecuencia de la acción del Estado
, entre otras cuestiones. 

Al igual que en otras materias, la Corte se ha preocupado de la afectación patrimonial y la pérdida de ingresos que se pueden haber producido en los familiares de las víctimas.  Así se ha preocupado en las reparaciones de las sumas que los familiares han dejado de recibir por deber iniciar acciones para buscar a sus familiares en casos de detención forzada
.  

En caso que el beneficiario de la indemnización sea un familiar de la víctima, la Corte ha sostenido un criterio amplio y ha señalado que en dichos casos debe estarse a "una estimación prudente"
, tomando en consideración que no puede seguirse un criterio estricto como el antes señalado, toda vez que dichos familiares pueden tener otros ingresos.  Por tanto, la Corte debe evaluar todos estos elementos al momento de determinar el monto de la indemnización por lucro cesante y que esta no sea una causa de enriquecimiento ilícito para las víctimas indirectas del hecho dañoso.

Atendido que en los casos de determinación del lucro cesante se hace una proyección de largo plazo, la Corte ha tenido en cuenta los procesos inflacionarios que afectan normalmente a la región y de esta forma ha sido cuidadosa en fijar las indemnizaciones en un procedimiento donde se establezca con precisión la remuneración percibida por la víctima al momento de su fallecimiento, transformarla esta en dólares americanos y sumar a este monto un interés de carácter resarcitorio y a partir de este proceso, realizar la proyección por años de vida útil probable
. 

En este caso, al igual que en la determinación y prueba del daño emergente, la Corte ha optado por remitirse a los medios de prueba del derecho interno de cada uno de los Estados
.

4.1.3. 
El daño inmaterial.
En relación con el daño inmaterial la Corte ha señalado:


"que éste es resarcible según el Derecho internacional y, en particular, en los casos de violaciones de derechos humanos. Su liquidación debe ajustarse a los principios de la equidad”
.

El razonamiento de la Corte se pronuncia derechamente por la doctrina del daño moral como pretium doloris, esto es, establecer un vínculo directo entre el daño moral con el padecimiento y sufrimiento de la víctima
, por tanto, no se vincula el daño con “efectos psíquicos” u otro criterio muchas veces insuficientes para su valoración, asimismo, omite la necesidad de prueba.   En todo caso, nos parece que en situaciones particulares, podría acreditarse un daño mayor al “evidente” por medios de prueba particulares, por ejemplo, mediante peritajes médicos, testigos, u otros.

La jurisprudencia de la Corte ha evolucionado en la materia, agregando una nueva perspectiva, que si bien no es completamente diferente al criterio antes señalado, lo amplía y permite una mejor resolución de esta temática. En efecto, en fallos recientes
 se ha formulado un nuevo acercamiento al tema a través del detalle de los elementos que comprendería el daño moral
. 
En efecto, la Corte ha señalado

“El daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas directas y a sus allegados, el menoscabo de valores muy significativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la víctima o su familia”
 (destacado nuestro).

Como vemos, al concepto clásico vinculado a la aflicción, ya sea física o psíquica, ahora se agrega la idea de “menoscabo de valores muy significativos para las personas y otras perturbaciones”; así como la idea de que dichas perturbaciones pueden afectar las condiciones de existencia de la víctima o su familia. Al efecto, el menoscabo de valores no se circunscribiría a la aflicción psíquica, sino con una medición más objetiva, en cuanto al ilícito como un acto per se capaz de afectar la moral vigente, o bien, la moral particular de un grupo determinado
. Además, la referencia a “otras perturbaciones”  y la afectación de “las condiciones de existencia de la víctima o su familia”, nos señala una ampliación a esferas no propias del pretium doloris que aún la Corte no ha explorado con detalle, salvo en el tratamiento de la afectación al proyecto de vida (ver infra) como una afectación distinta al criterio ‘dolor’, dentro del daño moral.

En todo caso, la Corte ha sido especialmente prudente y cuidadosa al momento de establecer los montos de las indemnizaciones y así lo ha resuelto expresamente
; de hecho, ha excluido cualquier indemnización punitiva para el Estado
.  

Una cuestión que es interesante de explorar y ver qué alcances puede tener a futuro es la referencia que hace la Corte en un fallo reciente acerca de los efectos de los daños inmateriales que “además de haber afectado su integridad psíquica, ha impactado sus relaciones sociales y laborales y ha alterado la dinámica de sus familias”
.  Esta referencia a la afectación de “relaciones” sociales y familiares así como  “la dinámica de sus familias” puede implicar a futuro una nueva ampliación de la idea de daños materiales, desvinculándolo cada vez más de los estrechos márgenes del “dolor y sufrimiento”.

Otro criterio ampliando la concepción que viene utilizando la Corte para configurar la figura del daño moral lo da la sentencia del caso Yatama.  En este fallo la Corte tiene en consideración para fijar el daño inmaterial la situación en la que fueron puestas las personas que no pudieron presentarse como candidatos en la elección que motivó el caso.  Lo interesante aquí es que se amplía la idea de “dolor o sufrimiento” y se toman en consideración otros aspectos que pueden ser afectados, como el sentimiento de “discriminación” que afectó a los líderes de la comunidad
.  Esto debe sumarse a la postura de la Corte en el caso Moiwana donde incorporó elementos culturales al momento de fijar el daño inmaterial
, lo que permitiría una postura amplia en la idea de daño inmaterial, incluso más allá de la “afectación de valores” como lo ha sostenido la Corte a la fecha.  Este puede ser un criterio interesante a explorar por la Corte.
En materia de prueba del daño moral, la Corte ha fijado ciertos criterios que a esta fecha parecen ser jurisprudencia constante y pacífica. En primer lugar, que la víctima de violaciones  a los derechos humanos, tales como, derecho a la vida, integridad personal, libertad personal, no debe acreditar haber sufrido daño moral, toda vez que “resulta evidente, pues es propio de la naturaleza humana que toda persona sometida a torturas, agresiones y vejámenes (...) experimente dolores corporales y un profundo sufrimiento”
. Con respecto a los padres, se hace extensivo el mismo criterio, ya que la Corte entiende que dichos padecimientos (los de la víctima) “se extienden de igual manera a los miembros más íntimos de la familia, particularmente a aquellos que tuvieron un contacto afectivo estrecho con la víctima”
. Con respecto a aquellos familiares o miembros del núcleo cercano a la víctima, la Corte comienza a exigir un elemento de prueba cual es, acreditar el grado de cercanía con la víctima
. 

Ahora, parece pertinente señalar que estas presunciones de daño moral, para el caso de los padres y demás miembros del núcleo familiar, puede ser desvirtuada por el Estado
. 
Por último, la Corte ha fijado un criterio interesante, cual es, la posibilidad de indemnizar, por concepto de daño inmaterial, a un colectivo, esto es, a un grupo humano en cuanto tal
. Nos parece interesante esta forma de indemnización toda vez que el sujeto de la indemnización es un colectivo; a diferencia de otras indemnizaciones relativas a grupos
, en esta la reparación corresponde a un sujeto colectivo.  Otro paso en este mismo sentido es la reciente sentencia en el caso Comunidad Indígena Sawhoyama en la cual también de determinó la indemnización de la comunidad por daño material
. 

En cuanto ya no al daño inmaterial en sí, sino que a la forma en la cual debe ser reparado, la Corte ha ido afinando su criterio y señala en la jurisprudencia más reciente que el daño inmaterial, entendido en términos amplios como hemos analizado, debe ser reparado con medidas indemnizatorias y también con otro tipo de medidas:

“No siendo posible asignar al daño inmaterial un preciso equivalente monetario, sólo puede, para los fines de la reparación integral a las víctimas, ser objeto de compensación, y ello de dos maneras.  En primer lugar, mediante el pago de una cantidad de dinero que el Tribunal determine en aplicación razonable del arbitrio judicial y en términos de equidad o mediante formas de compensación tales como el otorgamiento o la prestación de determinados bienes o servicios.  Y, en segundo lugar, mediante la realización de actos u obras de alcance o repercusión públicos, tales como la transmisión de un mensaje de reprobación oficial a las violaciones de los derechos humanos de que se trata y de compromiso con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a ocurrir
, que tengan como efecto la recuperación de la memoria de las víctimas, el reconocimiento de su dignidad y el consuelo de sus deudos”
.
En cuanto a la forma de fijar la indemnización por daño inmaterial, la Corte se ha guiado por el criterio de la equidad
. De ahí que pueda extraerse como conclusión que la Corte no sólo tiene en consideración el “dolor” sufrido por los familiares, sino también las condiciones generales en la que se produce la violación. Además, ha tenido presente la forma en que se produce la violación, tomando en consideración los medios para llevarla a cabo y la afección que esto pudo producir en las víctimas
. 

Debemos tener en consideración que, a juicio de la Corte, el daño moral que ha sufrido la víctima se incorpora a su patrimonio al momento de sufrirlo, por ello es transmisible a sus familiares con motivo de su fallecimiento
, pudiendo estos reclamar por dicho daño y por el propio fundado en su personal afectación
. 

En cuanto a las otras medidas, estas son medidas de satisfacción y garantías de no repetición.  Es interesante en esta materia que la Corte ponga un especial énfasis en el efecto público de estas medidas, en la que parece ser la única forma en que cumplan eficazmente con estos objetivos.  Asimismo, la Corte vincula estas medidas con el restablecimiento de la dignidad de las víctimas, que es una cuestión central en todo proceso de reparación de las personas que han sufrido violaciones de derechos humanos.

4.1.4.
Proyecto de Vida.
A partir del fallo de reparaciones de Loayza Tamayo, la Corte introdujo un concepto que se ha prestado para confusiones y un mal tratamiento jurisprudencial: nos referimos al “proyecto de vida”
. En efecto, dicha concepto fue vinculado por la Corte en dicho fallo a la idea de que una violación de los derechos convencionales puede tener no sólo efectos patrimoniales y de daño moral, sino que además puede afectar las proyecciones que la persona podía tener sobre su existencia al momento de producirse dicho ilícito
. En términos de la propia Corte: “el denominado ‘proyecto de vida’ atiende a la realización integral de la persona afectada, considerando su vocación, aptitudes, circunstancias, potencialidades y aspiraciones, que le permiten fijarse razonablemente determinadas expectativas y acceder a ellas”
.

En otro fallo el tema fue tratado en el ámbito de la reparación por daño moral y vinculado con “las expectativas de desarrollo personal, profesional y familiar, posibles en condiciones normales, fueron interrumpidas de manera abrupta”
.  Con ello parece que el proyecto de vida será considerado como un elemento a tener presente al momento de evaluar el monto de la indemnización por daño moral.

En una sentencia reciente, 2005, la Corte vuelve a la idea del proyecto de vida.  Nuevamente intentar delimitar sus alcances y lo vincula a la idea “expectativas de desarrollo personal y vocacional”, así como a cuestiones de “autoestima”.  En este caso la Corte tampoco lo cuantifica, pero hace algo interesante, ya que lo vincula con medidas de reparación inmaterial, concretamente, medidas inmateriales, tales como, tratamiento médico y psicológico
.
Vuelve la pregunta que ronda a esta figura ¿cuál es su utilidad? si no tiene una distinta a la que otorga el daño inmaterial y las medidas para enfrentarlo, no se ve cuál es el aporte de esta figura, sino a la hora de cuantificar el daño moral, en particular si este está restringido al dolor y sufrimiento.  La última tendencia planteada por la Corte nos parece puede ser un avance en el sentido de servir como base para dictar medidas de satisfacción, en el entendido que siempre será provechoso para la legitimidad de las medidas de reparación que estas tengan un vínculo con la violación.

4.2. Otras formas de reparación 

4.2.1  Satisfacción y garantías de no repetición 
Las formas de reparación no materiales cumplen un importante rol en cuanto medio de reparación integral de la víctima, estas medidas poseen un enorme poder de reparación en situaciones de violaciones de los derechos humanos. La posición de la víctima de violaciones de derechos fundamentales no tiene sólo una óptica material y dicho aspecto no es el más importante. Los aspectos fundamentales dicen relación con la verdad, el restablecimiento del honor, la justicia, los cambios internos en el Estado, etc.

En la sentencia de reparaciones en el caso Loayza, la Corte señaló ciertos mecanismos no indemnizatorios para garantizar la reparación:

“Por esta razón, la Corte considera que el Estado está en la obligación de tomar todas las medidas necesarias para asegurar que la víctima reciba sus salarios, garantías sociales y laborales a partir de la fecha de emisión de esta sentencia y hasta que se encuentre en condiciones de reincorporarse efectivamente al servicio docente. A este respecto, la Corte estima prudente que sean utilizados los mecanismos internos aplicables a situaciones de incapacidad laboral, o cualquier otro medio idóneo que asegure el cumplimiento de esta obligación”
.

La Corte ha abierto el camino y ha dispuesto variadas formas de reparación no-materiales. En cuanto a las medidas de cese de la violación podemos señalar: anulación de procesos
, órdenes de liberación
, nulidad de leyes por incompatibilidad con la Convención
, reformas constitucionales
, demarcación de territorios
,  suministros de bienes y servicios básicos
,  prestaciones de salud
, eliminación de antecedentes penales
, entre otras
. 

Como garantías de no repetición, aparte de ciertas actuaciones en el ámbito interno que trataremos separadamente, podemos señalar: adecuación de la legislación interna
; formación de los funcionarios públicos en derechos humanos
; mejoramiento situación condiciones carcelarias
; garantizar derecho de acceso a información bajo control del Estado
; campaña nacional de sensibilización situación de los niños
; medidas para dotar de eficacia al recurso de “habeas corpus”, respecto de los casos de desaparición forzada
, entre otras.
Es interesante en esta materia hacer una lectura de estas medidas en el contexto de las medidas de cesación del mal causado y las garantías de no repetición, ambas como parte de la reparación.  Poner estas medidas en el campo de las reparaciones otorga una posibilidad de concreción de las medidas y de seguimiento que no sería posible si sólo se estableciera como declaración de una obligación general del Estado en el marco de la sentencia. 

En este sentido, una medida interesante que ha dispuesto la Corte es la creación de un mecanismo oficial por parte del Estado para el seguimiento del cumplimiento de las reparaciones
.  Mecanismos de este tipo profundizan la idea de que estas son medidas obligatorias para los Estados.

Sin duda el gran tema que se presenta en este campo es la discusión sobre los límites de estas medidas.  Si bien es claro que las medidas que disponga la Corte son obligatorias (art. 68.1 de la CADH), no es menos cierto que ellas para su legitimidad no pueden ser vistas como un exceso en las atribuciones de la Corte.  Por ello es necesario tener ciertos criterios que nos permitan resolver esta cuestión de la legitimidad, materia que trataremos hacia el final de este estudio.

4.2.2  Deber de actuar en el ámbito interno

La Corte ha señalado que en aquellos casos en que se han producido violaciones de los derechos y libertades convencionales, el Estado tiene el deber de actuar en el ámbito interno de forma tal que se determine la verdad de los hechos violatorios de la Convención, se juzgue y sanciones a los responsables y se repare a las víctimas. Todo ello en el entendido que las situaciones de impunidad pueden inducir a futuras violaciones de derechos humanos. 

Esta es una materia relevante no solo en sus efectos internos, sino que también desde una mirada teórica.  En efecto, tal como señalamos supra, el derecho internacional ha entendido que el Estado debe cumplir con la obligación cuyo incumplimiento ha generado responsabilidad internacional.  En este sentido, cumplir con la obligación original violada es parte de la obligación subsistente.  Por tanto, cumplir con la obligación de garantía (establecida en el art. 1.1 de la CADH y relacionada con cada derecho convencional), tal como lo ha entendido la propia Corte, implica desarrollar una serie de actividades con el fin de permitir el pleno goce y ejercicio de los derechos, así como la adopción de medidas de prevención, dentro de las cuales destacan evitar situaciones de impunidad en caso de violaciones graves de derechos humanos.

Si uno realiza esta lectura podrá concluir que estas medidas no son técnicamente medidas de reparación.  Para argumentar sobre su procedencia en las sentencias o en el acápite sobre reparaciones uno puede plantear varias hipótesis.  Por una parte, sostener que estas son medidas de satisfacción y por tanto, medidas de reparación.  Por otra, sostener que estas son medidas de garantías de no repetición.  Por último, que son medidas de cumplimiento de la obligación original, pero con efectos reparatorios para las victimas.

La Corte no es clara en cuál es el criterio que sigue.  Como medida de satisfacción, no parece cumplir con los alcances de estas medidas en el derecho internacional público.  En cambio como medidas de garantía de no repetición habría un argumento posible (vinculado con la prevención); pero parece que partir de la idea de los “efectos reparatorios”, sería interesante como una vía argumental que no obliga a caminos forzados de argumentación.  Volveremos sobre esto en el apartado final de este estudio.

Sin perjuicio de cuál sea la mejor justificación, no puede dejarse de lado que esta es una materia especialmente relevante ya que implica la necesidad de que los Estados cumplan con su obligación de garantía de los derechos, llevando adelante investigaciones efectivas en los casos de violaciones de derechos humanos y se sancione a los responsables
.

El derecho a la verdad ha sido desarrollado por la Corte desde un doble punto de vista, un derecho colectivo o social a conocer la verdad y como un derecho individual
.  En cuanto al deber de investigar la Corte ha señalado que si bien esta es una obligación de medio, debe ser cumplida con toda seriedad por los Estados, de forma tal que la obligación de investigar también debe cumplir con ciertos requisitos mínimos para cumplir con la obligación de garantizar
.  Por su parte, en materia de sanción de los responsables de violaciones de derechos humanos, la Corte ha establecido una obligación particular a los Estados y esta es la obligación de sancionar a quienes hayan incurrido en estos ilícitos
.
Todo esto ha sido vinculado por la Corte con la idea de la impunidad. En efecto, según el criterio de la Corte, en aquellos casos en que el Estado no cumpla con las obligaciones complementarias a que hemos hecho referencia, se estaría en una situación de impunidad que viola la obligación de garantía a que están obligados los Estados para con sus ciudadanos
.

En este sentido una cuestión interesante que ha aportado la Corte es clarificar que hay ciertos obstáculos internos que los Estados no pueden aducir para evitar investigar y sancionar las violaciones graves de derechos humanos.  De esta forma, cuestiones como leyes de amnistía, prescripción, no podrán ser invocadas por el Estado como obstáculos para investigar y condenar a los responsables de ciertos hechos.  La Corte ha señalado expresamente que estos obstáculos no podrán ser invocados en casos de “violaciones graves” de derechos humanos, entendiendo por tales aquellas que afectan derechos “inderogables”
.  

Esta postura es un aporte clarificador ya que delimita los casos en que se pueden invocar y por tanto, adoptar legítimamente este tipo de medidas.  Si estamos ante infracciones de derechos inderogables, no proceden medidas que limiten la investigación y condena; en caso contrario, serían legítimas.  Ello permite resolver una cuestión preocupante, cual es, que toda violación de derechos humanos deba ser sancionada penalmente, cuestión que sería muy cuestionable.

A modo de síntesis, la Corte ha dicho que el deber de garantía pasa a constituir un deber de prevención:

"El deber de prevención abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos y que aseguren que las eventuales violaciones a los mismos sean efectivamente consideradas y tratadas como un hecho ilícito que, como tal,  es susceptible de acarrear sanciones para quien las cometa, así como la obligación de indemnizar a las víctimas por sus consecuencias perjudiciales"
.
Este ha sido uno de los aspectos más complejo de la jurisprudencia de la Corte ya que normalmente dice relación con hecho de violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos que deben ser asumidas por gobiernos de transición, algunas veces sin el apoyo o la voluntad suficiente para llevar adelante estos procesos de justicia.  Sin perjuicio de estas dificultades la Corte ha realizado un gran aporte fijando los estándares mínimos en materia de justicia, verdad, dando un marco general dentro del cual cada Estado debe dar las respuestas que sean factibles, pero sin olvidar que hay ciertos mínimos que no son posibles de eludir
.

 
5. 
Beneficiarios

El punto de partida en esta materia para la Corte es que toda persona que va a ser reparada debe ser calificada como víctima en el proceso contencioso seguido ante la propia Corte
.  

En materia de los beneficiarios la Corte ha realizado una distinción que es útil de revisar.  Por una parte, ha determinado que los familiares de la víctima pueden ser reparados respecto de aquellas violaciones en que son víctimas directas y también pueden ser reparados como causahabientes de sus familiares cuando éstos han fallecido. 

La primera hipótesis es la aplicación de las normas comunes sobre responsabilidad, de acuerdo con éstas los familiares en cuanto la Corte determine que han sido objeto de una afectación ilegítima de sus derechos, pueden ser sujetos de reparaciones directamente.  Este ha sido el razonamiento de la Corte en diversos casos en que ha determinado que por la naturaleza de las violaciones, los familiares pueden haber visto afectado su derecho a la integridad personal
; el mismo razonamiento ha usado la Corte para determinar la responsabilidad del Estado por el trato que se da a las víctimas al negarse a actuar diligentemente en el ámbito interno una vez que se ha producido una violación grave a la  Convención
.


Sobre qué derechos son los que se transmiten, la Corte ha señalado:

“La Corte ha indicado, y lo reitera ahora, (…), que el derecho a la indemnización por los daños sufridos por las víctimas hasta el momento de su muerte se transmite por sucesión a sus herederos. Por el contrario, los daños provocados por la muerte a los familiares de la víctima o a terceros pueden ser reclamados fundándose en un derecho propio”
. 

Sobre los sucesores la Corte establece:

"Es una regla común en la mayoría de las legislaciones que los sucesores de una persona son sus hijos. Se acepta también generalmente que el cónyuge participa de los bienes adquiridos durante el matrimonio y algunas legislaciones le otorgan además un derecho sucesorio justo a los hijos. Si no existen hijos ni cónyuge, el derecho privado común reconoce como herederos a los ascendientes. Estas reglas generalmente admitidas en el concierto de las naciones deben ser aplicadas, a criterio de la Corte ..."
.

En el caso Aloeboetoe, al momento de determinar quiénes deben ser considerados "hijos", "cónyuges" y "ascendientes", la Corte hace una interpretación que nos parece apropiada y criteriosa.  A su juicio, dicha determinación debe ser aquella del derecho local, pero reconoce que en caso de la tribu Saramaca, dicha costumbre no debe ser la de Suriname, sino que aquella especial y particular de la tribu a la que pertenecían las víctimas. Teniendo en todo caso como límite de interpretación la Convención Americana sobre Derechos Humanos
.

Manteniendo este criterio la Corte ha sostenido en fallos posteriores:

“La Corte estima que el término "familiares de la víctima" debe entenderse como un concepto amplio que abarca a todas aquellas personas vinculadas por un parentesco cercano y por lo tanto los hijos de la víctima, […]; sus padres, […] y sus hermanos, […] son tenidos como sus familiares y podrían tener derecho a recibir una indemnización en la medida en que cumplan los requisitos fijados por la jurisprudencia de este Tribunal (…)”
.

También ha mantenido un criterio cauteloso la Corte al fijar indemnizaciones por daño moral a los hermanos de la víctima (casos de muerte de esta), exigiendo prueba en cuanto al grado de proximidad de los hermanos con la víctima, su preocupación con su suerte, etc.
. 

Sobre la forma en la que debe realizarse la distribución de las indemnizaciones, la Corte ha señalado en cada caso los porcentajes en que debe hacerse la distribución
.
Otro tema de interés es el de la titularidad extensiva.  En primer lugar, está el caso de ciertas personas que sin ser causahabientes, han sufrido como consecuencias del acto ilícito algún perjuicio.  Esta materia, a juicio de la Corte, ha sido objeto de numerosas resoluciones en el derecho interno (lamentable no cita ningún ejemplo), de donde extrae ciertas conclusiones: la primera, que debe fundarse en "prestaciones efectuadas realmente por la víctima al reclamante"
, es decir, no pueden tener un carácter de esporádicas.  En segundo lugar, la relación entre la víctima y el beneficiario debe ser de tal naturaleza que pueda "suponer(se) con cierto fundamento que la prestación habría continuado sin no hubiera ocurrido el homicidio de aquella"
.  Por último, a juicio de la Corte, "el reclamante debe haber tenido una necesidad económica que regularmente era satisfecha con la prestación efectuada por la víctima"
.

Sobre la valoración de estos requisitos la Corte ha establecido que deben ser fehacientemente acreditados por la parte que los invoca como fundamento de su demanda
.
Sin duda el tema a futuro será determinar cómo se va a realizar la acreditación de quiénes son las víctimas.  En esto pareciera estar surgiendo alguna clara divergencia entre la Corte y la Comisión.  Es de esperar que por el bien del sistem esto no genere problemas que terminen perjudicando a las víctimas.
6.
Criterios normativos que pueden desprenderse de la Corte en su jurisprudencia

Finalmente, parece útil intentar fijar algunos criterios que permiten explicar la jurisprudencia de la Corte en materia de reparaciones.  Los siguientes son algunos criterios que me parecen desprenderse de los fallos analizados y nos permite estudiar la legitimidad de las medidas a la luz de la propia jurisprudencia de la Corte.

6.1.
Medidas reparatorios que miren a la persona como un ser integral. 
Las reparaciones no se pueden agotar en lo económico.  Los objetivos
 son: a) la justicia a las víctimas, la percepción de las víctimas y de la sociedad es central en esta materia, en el sentido que ambos deben percibir que el informe en sí es un acto de justicia, pero que las medidas de reparación también permiten restablecer un orden que ha sido roto y;  b) la integralidad, esto es, que sea una respuesta que se inserte como parte de un proceso integral de reparaciones (procesos penales, reformas institucionales, entre otros). En este sentido es fundamental que las medidas de reparación tengan una lógica y coherencia evidente para los involucrados, pero también que pueda ser percibido por la sociedad.  

6.2.
Vinculación entre la víctima, la violación sufrida y la medida reparatoria. 

Las reparaciones en estricto rigor son aquellas medidas que buscan reestablecer la situación al estado anterior a que se produzca la violación del derecho y por tanto, debe ser proporcional al hecho y directamente vinculada a la idea relación violación – víctima.  De esta forma, la legitimidad de las medidas estará dada por este vínculo, en la medida que el vínculo no esté presente la medida perderá, o al menos, verá disminuida su presunción de legitimidad.  

Este criterio opera tanto por falta o por exceso; en efecto, si frente a una determinada violación no se toman las medidas adecuadas para restablecer la situación y solo se limita a una indemnización, habrá un problema de falta
.  En casos en que no sea posible establecer un vínculo entre la o las víctimas y la medida, estaremos en presencia de una falta de legitimidad por exceso.
6.3 
Medidas reparatorias y medidas con efecto reparatorio dentro del ámbito de la reparación. 

Si analizamos las medidas de actuación en el ámbito interno y otras medidas de reparación inmaterial, veremos que la Corte ha ampliado el concepto de  reparaciones y ha dispuesto actuaciones del Estado que no son técnicamente medidas reparatorias, sino que estamos ante el cumplimiento de obligaciones que pueden tener efecto reparatorio
.  En efecto, determinar que el Estado tiene la obligación de investigar y sancionar a los perpetradores de una violación convencional no es sino el cumplimiento de la obligación de garantizar los derechos establecida en el art. 1.1 de la CADH; la obligación de capacitar a la policía para que sea respetuosa de los derechos humanos es la misma situación.  

De esta forma, las medidas para ser adoptadas en el ámbito interno están vinculadas de una doble manera con un tema propio de las reparaciones, por una parte, en su mirada hacia la sociedad en su conjunto, constituyen importantes garantías de no repetición.  Además, miradas desde las víctimas y sus familiares, estas medidas tienen un claro efecto reparador, pensemos en el conocimiento de la verdad de los hechos por parte de las víctimas y sus familiares, lo que justifica que estén tratadas dentro de las medidas de reparación.

Además, establecida esta doble vinculación, nos permite separarnos de un vínculo muy estricto al que podría llevarnos la lectura del requisito que hemos desarrollado en el número 6.2 de este trabajo.
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� Caso Trujillo Oroza - reparaciones, párr. 60. En el mismo sentido ver: caso Cantoral Benavides - reparaciones, párr. 40; caso Cesti Hurtado - reparaciones, párr. 35; y caso Villagrán Morales y otros - reparaciones, párr. 62; caso Bámaca Velásquez - reparaciones,  párr. 38.





� La jurisprudencia que ha tenido a la vista la Corte para resolver: Caso Velásquez Rodríguez - indemnización compensatoria, párr. 30; Caso Godínez Cruz - indemnización compensatoria, párr. 28; Jurisdiction of the Courts of Danzing, advisory opinion, (1928), párrs. 26 y 27; Questions des "communautés" gréco-bulgares, avis consultatif, (1930), párr. 32 y 35; Affaire des zones franches de la Haute-Savoie el du pays de Gex (deux-ième phase), (1930),  párr. 12; Affaire des zones franches de la Haute-Savoie et du pays de Gex, arrêt, (1932), párr. 167; Traitement des nationaux polonais el des autres personnes d'origine ou de langue polonaise dans le terriotorie de Dantzig, (1932), párr. 24), todas citadas en  caso Aloeboetoe y otros - reparaciones, párr. 44.


� Comisión de Derecho Internacional. Draft articles on Responsability of States for Internationally Wrongful Acts, adoptada en su 53 período de sesiones (2001), artículo 29.





� Caso Velásquez Rodríguez – indemnización  compensatoria, párr. 25. Asimismo la Corte cita fallos de otros tribunales en que se ha sostenido la misma doctrina: Corte Permanente de Justicia Internacional (CPJI), Caso Factory al Chorzow, (1927), párr. 21 y Factory al Chorzow (1928), párr. 29 y Corte Internacional de Justicia (CIJ), Reparation for injuries suffered in the service of the United Nations (1949), párr. 184.





� D. Shelton (2002), pp. 835-837.





� CPJI, Caso Fábrica Chorzow (1928), párr. 47.





� Caso Velásquez Rodríguez - indemnización  compensatoria, párr. 25.





� Sh. Rosenne (2002), pp. 211-241; J. Crawford (20042b).





� M. Monroy  (1986),  p. 272.


� Corte Internacional de Justicia,  Caso Estrecho de Corfú, (1949).


� M. Monroy (1986),  p. 272.


� Es interesante tener en consideración que la Corte Permanente de Justicia  Internacional se pronunció en el mismo sentido: "El principio general que está implícito en el concepto de acto ilícito (...) es que en la medida de lo posible, la reparación  debe anular todas las consecuencias del acto ilícito y restablecer la situación que probablemente hubiera existido de no haberse cometido dicho acto. Restitución en especie o, si ello no es posible, pago de una suma equivalente al valor que tendría la restitución en especie, otorgamiento de ser necesario, de una indemnización por los daños sufridos que no hayan sido reparados por la restitución en especie o por el pago en efectivo: tales son los principios que deben servir para determinar el monto de una indemnización por un acto contrario al derecho internacional”, CPJI,  Caso Fábrica Chorzow, (1928), párr. 47.





� �HYPERLINK "../SERIE_C/C_39_ESP.HTM"�� Caso Garrido y Baigorria� - reparaciones, párr. 41





� Esto es especialmente relevante ya que en la última versión elaborada por la Comisión de Derechos Internacional, relativa a la codificación de la responsabilidad internacional de los Estados, el cumplimiento de las obligaciones y las garantías de no repetición, fueron dejadas fuera del concepto de reparaciones. Para ver los alcances del debate y cómo se justificó esta decisión, ver Xxx citarJ. Crawford (2004). 





� Para un análisis de esta perspectiva ver, C. Nash (2004).





� Compartimos plenamente el voto concurrente de los jueces Cancado y Abreu, “[T]odo el capítulo de las reparaciones de violaciones de derechos humanos debe, a nuestro juicio, ser repensado desde la perspectiva de la integralidad de la personalidad de la víctima y teniendo presente su realización como ser humano y la restauración de su dignidad”, Voto Conjunto de los Jueces A.A. Cancado Trindade y A. Abreu B.,�HYPERLINK "../SERIE_C/C_42_ESP.HTM"�� caso Loayza Tamayo� – reparaciones, párr. 17.





� Caso Blake - reparaciones, párr. 42.





� En este mismo sentido: "en decisión reciente (aquella precitada) subrayó (la Corte) el carácter plural que acusan  las medidas de reparación de los hechos ilícitos, abriéndose así camino a la diversificación del contenido de la responsabilidad internacional del Estado por violación de derechos humanos",   A. Aguiar (1997), pp. 35-36. 


� Las citas corresponde al caso López Álvarez.  En el mismo sentido se pronuncia la jurisprudencia constante de la Corte.





� En el Derecho internacional clásico ver: CPJI, caso Factory al Chorzow (1927),  párr. 21 y Factory al Chorzow (1928),  párr. 29 y CIJ, Reparation for injuries suffered in the service of the United Nations (1949), párr. 184. Y en la jurisprudencia de la Corte Interamericana ver: Caso Velásquez Rodríguez - indemnización compensatoria, párr. 25.





� Para una recopilación sobre la jurisprudencia relativa a reparaciones, ver C. Nash (2004).





� Caso Aloeboetoe y otros - reparaciones, párr. 44.


� Concretamente en el caso Velásquez Rodríguez - indemnización compensatoria, la Corte rechazó la indemnización por daño emergente, toda vez que no se le habían acreditado dichos gastos en el proceso (párr. 42). Por su parte en el caso Aloeboetoe y otros - reparaciones, la Corte accedió a indemnizar todos los gastos en que incurrieron los familiares de las víctimas con el objeto de encontrarlos, párr. 79.





� Caso Loayza Tamayo - reparaciones, párr. 129.
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� Caso Castillo Páez-reparaciones, párr. 76; caso Villagrán Morales-reparaciones, párr. 80; caso Cantoral Benavides - reparaciones, párr. 51.c; caso Bámaca Velásquez - reparaciones, párr. 54.a.; Caso Trujillo Oroza - reparaciones, párr. 74.a.





� Caso Cantoral Benavides - reparaciones, párr. 76; caso Bámaca Velásquez - reparaciones, párr. 54.a.; caso Trujillo Oroza - reparaciones, párr. 74.a.





� Caso Cantoral Benavides - reparaciones, párr. 51.b.  y f.; recientemente ver caso Tibi, párr. 249.





� Caso Velásquez Rodríguez - indemnización compensatoria, párr. 42..





� Por todos ver: caso Bámaca Velásquez - reparaciones, párr. 54.





� Caso Gutiérrez Soler,  párr. 78.





� Caso Velásquez Rodríguez - indemnización compensatoria, párr. 46.


� Ibídem, párr. 45.


� Caso Castillo Páez - reparaciones, párr. 75; caso Villagrán Morales - reparaciones, párr. 81; cso Trujillo Oroza - reparaciones, párr. 73..





� A modo de ejemplo, ver Caso Velásquez Rodríguez - indemnización compensatoria, párr.  47.


� Caso Bámaca Velásquez-Reparaciones, párr. 51; caso Trujillo Oroza - reparaciones, párr. 73.





� Caso El Amparo - reparaciones, párr. 28; caso Loayza - reparaciones, párr. 128; caso Suarez - reparaciones, párr. 59; caso Castillo Páez - reparaciones, párr. 75; caso Baena y otros, párr. 205; caso Cantoral - reparaciones, párr. 49; caso Tribunal Constitucional, párr. 121.





� Caso  Trujillo Oroza - reparaciones, párr. 74, letra c).





� Caso Baena y otros, párr. 203; Caso Tribunal Constitucional, párr. 120.





� Caso Ivcher Bronstein, párr. 181.





� Caso Bámaca - reparaciones, párr. 54, letra a). 





� Ibidem,  párr. 49.


� Este procedimiento se encuentrfuea establecido en el caso Aloeboetoe y otros - reparaciones, parrs. 88 y 89. Sin duda, se seguirá utilizando dicho procedimiento a futuro ya que parece ser aquel que da mayores seguridades en cuanto al mantenimiento del valor  de la moneda en el largo plazo.


� A. Aguiar (1997),  p. 37.


� Caso Velásquez Rodríguez -  indemnización compensatoria, párr. 27.


� Sigue este mismo criterio el fallo precitado en los párrafos 76 y 91, al momento de determinar los beneficiarios de la indemnización y al momento de determinar su monto.


� Caso Cantoral - reparaciones, párr. 53; caso Villagrán Morales y otros - reparaciones, párr. 84; caso Bámaca Velásquez - reparaciones, párr. 56; caso Trujillo Oroza - reparaciones, párr. 77.





� “El mencionado daño moral puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas directas y a sus allegados, como el menoscabo de valores muy significativos para las personas y otras perturbaciones que no son susceptibles de medición pecuniaria”, Caso Villagrán Morales y otros - reparaciones, párr. 84.





� Caso Bámaca Velásquez - reparaciones, párr. 56; caso Trujillo Oroza - reparaciones, párr. 77.





� En este sentido es clara la referencia a la cultura maya hecha en diversos fallos de reparaciones. Ver  Caso Blake, párr. 115; caso Bámaca Velásquez - reparaciones, párr. 81. 





� "Las expresiones 'apreciación prudente de los daños' y "principios de equidad" no significan que la Corte puede actuar discrecionalmente al fijar los montos indemnizatorios. En este tema, la Corte se ha ajustado en la presente sentencia a métodos seguidos regularmente por la jurisprudencia y ha actuado con prudencia y razonabilidad al haber verificado in situ, a través de su Secretaria adjunta, las cifras que sirvieron de base a sus cálculos", Caso Aloeboetoe y otros - reparaciones, párr. 87 inc. 2.


� Caso Velázquez Rodríguez - indemnización compensatoria, párr. 38.


� Caso Goiburú y otrosu, párr. 158.





� Caso Yátama, párrs. 246-247.





� Caso Mooiwana, párr. 195.





� Sentencias más recientes en este sentido: ver por todas Caso Mooiwana, párr. 195; caso Gómez Palominoo, párr. 132, casoo Blanco Romero y otros, párrs. 88 y sgtes.; caso Masacre de Mapiripán, párrs. 283 y sgtes.; caso Masacre Pueblo Bello, párr. 255; caso López AlvarezReyes, párr. 201, letra b); caso Balderón García,  párr. 130.





� Caso Bámaca Velásquez - reparaciones, párr. 62. En el mismo sentido caso Suárez - reparaciones, párr. 66, caso Paniagua Morales y otros - reparaciones, párrs. 106, 124, 142, 157 y 173; caso Trujillo Oroza - reparaciones, párr. 85.  En los casos más actuales, ver: caso MasacreMasacre Pueblo Bello, párr. 235; caso de las Masacres de Ituangúo, párrs. 356-357.





� Caso Bámaca Velásquez - reparaciones, párr. 65, letra c); caso Paniagua Morales y otros - reparaciones, párr. 109.





� Caso Loayza Tamayo - reparaciones, párr. 142.





�  La Corte ha señalado: “Por lo expuesto y tomando en cuenta las circunstancias del caso y lo decidido en otros similares, la Corte estima que el Estado debe invertir, por concepto de reparación del daño inmaterial, en el plazo de 12 meses, la suma total de US$ 50.000 (cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) en obras o servicios de interés colectivo en beneficio de la Comunidad Awas Tingni, de común acuerdo con ésta y bajo la supervisión de la Comisión Interamericana“, Caso Comunidad Mayagna (sumo) Awas Tingni,  párr. 167.





� Caso Villagrán Morales y otros - reparaciones, párr. 103; caso Benavides Cevallos. párr. 48.5; y caso Aloeboetoe y Otros - reparaciones, párrs. 54 a 65, 81 a 84 y 96.





� Caso Comunidad Indígena Sawhoyama, párrs. 207 y 216-218.





� Caso Blanco Romero y otros, párr. 86; Caso García Asto y Ramírez Rojas, párr. 267, y Caso Gómez Palomino, párr. 130.


� Caso Masacre de Pueblo Bello, párr. 254.





� Caso Loayza Tamayo - reparaciones, párr. 139; caso Castillo Páez - reparaciones, párr. 90; caso Cantoral Benavides - reparaciones, párr. 61; caso Baena y otros, párr. 207; caso Villagrán Morales y otros - reparaciones, parrs. 89-90; caso Bámaca Velásquez - reparaciones, párr. 66; caso Trujillo Oroza - reparaciones, párr. 89.





� Caso Aloeboetoe - reparaciones, párr. 51.





� Caso Trujillo Oroza - reparaciones, párr. 86; caso Villagrán Morales y otros - reparaciones, párr. 67; caso Paniagua Morales y otros -  reparaciones, párr. 84; y caso Neira Alegría y otros -  reparaciones, párr. 60.





� Caso Trujillo Oroza - reparaciones, párr. 86; caso Villagrán Morales y otros -  reparaciones, párr. 68; caso Paniagua Morales y otros - reparaciones, párr. 85; y caso Castillo Páez - reparaciones,  párr. 59.





� Este tema lo he tratado en detalle en Nash (2004).





� Caso Loayza Tamayo - reparaciones, párrs.  144-154.





� Ibidem, párr. 147.





� Caso Tibi, párr. 245.





� Caso Gutiérrez sSoler, párrs. 87-89 y 101-103.





��HYPERLINK "../SERIE_C/C_42_ESP.HTM"�� Caso Loayza Tamayo� - reparaciones, párr. 116.





� Caso Castillo Petruzzi y otros, punto resolutivo Nº 12. Para un análisis doctrinario, ver M. Garrido (2001), pp. 153-174.





� Caso Loayza Tamayo, párr. 83-84.





� Caso Barrios Altos, párr. 44.





� Caso La Ultima Tentación de Cristo, punto resolutivo Nº 4.


 


�Caso Comunidad Mayagna (sumo) Awas Tingni,  párrs. 163-164.





� Caso Yakye Axa, párrs. 216 y sgtes.





� Sólo el año 2006: caso Masacre de Pueblo Bello,, párr. 274; caso Baldeón,  parrs. 206 y sgtes.; caso de las Masacres de Ituango, párr. 403; caso Vargas Areco, párr. 159; Caso Goiburú y otros, párr. 176.





� Caso Acosta Calderón, párr. 163 b).





� Para una recopilación de estas medidas, hasta el año 2003, ver C. Nash (2004).





� Solo en el año 2006: Caso Comunidad Indígena Sawhoyama, párr. 234-235; caso Vargas Areco, párrs. 163-164; caso Goiburuú y otros; párr. 179.





� Sólo en la jurisprudencia de 2006: Caso de las Masacres de Ituango, párr. 409; caso Montero Aranguren y otros, párr. 147; caso Ximenes Lopes, párr. 205; caso Marcel Claude, párr. 164-165; caso Servellón García y otros, párr. 200; caso Vargas Areco, párr. 161; caso Goiburúu y otros, párr. 178.





� Solo en la jurisprudencia 2006: caso Lopez ReyesAlvarez, párrs. 209-210; caso Montero Aranguren y otros, párrs. 145-146.





� Caso Marcel Claude, párrs. 161 y sgtes. 





� Caso Servellón, párr. 202.





� Caso Blanco Romero y otros, párr. 102.





� Caso Mapiripán, párrs. 131 y sgtes.





� Esta ha sido la jurisprudencia constante de la Corte, por tanto sólo nos remitiremos a algunos casos en que estos temas han sido tratados ya sea pro primera vez o bien en los que se ha marcado una línea jurisprudencial que no ha tenido modificaciones.  Los fallos más recientes que han tratado en profundidad el tema son caso Goiburú y otros y caso Almonacid Arellano y otros, ambos referidos a casos de violaciones de derechos humanos en el contexto de sistemas dictatoriales del conosur.





� Voto Razonado Concurrente juez A.A. Cancado Trindade, �HYPERLINK "http://www.nu.or.cr/cd/PUBLICAC/SERIE_C/C_35_ESP.HTM"��Caso Bámaca Velásquez�,  párrs. 199-202.





� Caso Velásquez Rodríguez, párr. 176.





� Caso Trujillo Oroza -  reparaciones, párr. 99.





� Caso Paniagua y otros, párr. 173.





� Caso Blanco Romero y otros, párr. 98.





� Caso Godínez Cruz, párr. 185 primera parte.





� En este sentido es muy interesante el fallo dictado en el caso Almonacid, donde la Corte precisamente señala que son valorables esfuerzos del Estado para lograr la “verdad histórica”, pero que esta no reemplaza el derecho a una verdad judicial conforme lo establece la propia Convención, ver caso Almonacid, parr. 150.





� Esto que podría parecer intrascendente ha generado problemas con la Comisión en cuanto a la identificación de las víctimas en los casos masivos y además, un problema serio cuando se piensa en extender la reparación a los familiares, los que también deben ser identificados.





� “En cuanto a los familiares de las víctimas de violaciones de los derechos humanos, esta Corte ha señalado, en otras oportunidades, que éstos pueden ser, a su vez, víctimas. En el caso sub judice, la vulneración del derecho a la integridad psíquica y moral de los familiares de […] es consecuencia directa de la detención ilegal y arbitraria de éstos el día 21 de junio de 1991; de los malos tratos y torturas sufridos por éstos durante su detención, y de la muerte de ambos aproximadamente una hora después de haber sido detenidos, así como de la presentación oficial de los hechos como “un enfrentamiento con elementos subversivos”. Todo lo señalado generó en sus familiares inmediatos sufrimientos e impotencia ante las autoridades estatales, razón por la cual, en este caso, los familiares pueden ser considerados víctimas de tratos crueles, inhumanos y degradantes, en violación del artículo 5 de la Convención Americana”, caso Hermanos Gómez Paquiyauri, parr. 118.





� “En reiteradas oportunidades la Corte ha considerado que se ha violado el derecho a la integridad psíquica y moral de los familiares de las víctimas directas, por el sufrimiento adicional que estos familiares han padecido como consecuencia de las circunstancias generadas por las violaciones perpetradas contra las víctimas directas y a causa de las posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades estatales frente a los hechos, por ejemplo, respecto a la búsqueda de las víctimas o sus restos, así como respecto al trato dado a estos últimos”, Caso 19 comerciantes, parr. 210.  En estos casos la Corte ha determinado violado el art. 5 en relació con la obluigación general del art. 1.1 ambos de la CADH.





� �HYPERLINK "../SERIE_C/C_39_ESP.HTM"��Caso Garrido y Baigorria�- reparaciones,  párr. 50. 





� Ibidem,  párr. 62.


� Ibidem, párr. 62 inciso final.


� Caso Loayza Tamayo - reparaciones, párr. 92.





� Ver  Caso Garrido y Baigorria - reparaciones, parrs. 63-65.





� A modo de ejemplo, ver los casos de 2006: caso Masacre de Pueblo Bello, parr. 240; caso Baldeón García, párr. 182; caso de las Masacres de Ituango, parr. 359; caso Montero Aranguren, parr. 122; caso Ximenes Lopes, parr. 218; caso Servellón García y otros, parr. 171; caso Goiburú y otros, parr. 148.





� Ibidem, párr. 68.


� Ibidem, párr. 68 inc. 2.


� Ibidem, párr.  68 inc. final.


� Ibidem, parrs.  71, 72 y 73.


� P. de Greiff (2002) y (2004).





� Un caso evidente es este sentido es el caso Lori Berenson, en el que se disponen medidas de rparación que no tienen conexión con la violación principal, en este sentido es particularmente esclarecedor el voto disidente la jueza Medina.


� Agradezco a Pablo de Greiff quien en el contexto del Diplomado sobre Derechos Humanos y Procesos de Democratización, organizado por el Centro de Derechos Humanos de la Universidad de Chile y el Centro Internacional para la Justicia Transicional, en abril de 2004, por la iluminación sobre esta distinción conceptual.








* Este trabajo tiene su origen en una charla dictada en el Seminario “Las reparaciones a las violaciones de los derechos humanos”, dictada el 04 de junio de 2005 en Ciudad de México, México.  Agradezco a mis ayudantes del curso de Derecho Internacional de los Derechos Humanos, Paulina Quintanilla, Karen Urrestarazu y Claudia Urzúa y por la ayuda en la recopilación de jurisprudencia.
** Profesor Asistente, Facultad de Derecho – Universidad de Chile y coordinador del Centro de Derechos Humanos de la misma Universidad.
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